
Resumen

La entrada en vigor de la Ley 8/2021 ha supuesto un cambio de paradigma en la regulación legal
del ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad. A través del presente
artículo se exponen los resultados y conclusiones de una investigación llevada a cabo en varios
recursos de la Red Pública de Atención Social a personas con Enfermedad Mental Grave y
Duradera de la Comunidad de Madrid gestionados por INTRESS.

El objetivo principal fue analizar el impacto de dicha ley en la población tutelada y curatelada
atendida en estos servicios.

Los resultados evidencian que las revisiones de incapacitaciones han sido escasas, y que las
nuevas sentencias emitidas tras la entrada en vigor de la ley no han reflejado plenamente el
cambio de modelo previsto por la normativa, basado en el respeto a la voluntad, deseos y
preferencias de las personas. 

Palabras clave: discapacidad, capacidad jurídica, tutela, curatela, medidas de apoyo, voluntad,
decisiones, social, derechos humanos. 

1. Introducción

Este estudio se plantea dentro del Grupo de Avance Técnico (GAT) conformado por un equipo de
profesionales que trabajamos en la Red pública de atención social a personas con enfermedad
mental grave y duradera de la Comunidad de Madrid gestionado por la entidad Instituto de
Trabajo Social y Servicios Sociales (INTRESS).

El impacto de la Ley 8/2021, en los servicios
de la Red Pública de Atención a Personas
con Enfermedad Mental Grave y Duradera
de la Comunidad de Madrid gestionados por
INTRESS

Puerto García González, Elena
Sánchez Cuadrado, Soraya
Lietor Yeste, Haizea Gil
Monteserí, Ana García Ramírez,
Soledad Pollos Amores, Laura
Estévez Castaño. 
Grupo de Avance Técnico
Medidas de Apoyo
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La ley 8/2021, de 2 junio, por la que se
reforma la legislación civil y procesal para el
apoyo de las personas con discapacidad en el
ejercicio de su capacidad jurídica, supone un
cambio de paradigma desde un modelo de
sustitución hacia un modelo basado en el
respeto a la voluntad, deseos y preferencias
de la persona.

La reforma llega después de la adecuación del
ordenamiento jurídico español a la
Convención Internacional sobre los derechos
de las personas con discapacidad, hecha en
Nueva York el 13 de diciembre de 2006 y
ratificada por España en 2008.

Dado que un porcentaje significativo de las
personas a las que atendemos se ve
directamente afectada por esta reforma
legislativa, surgió la necesidad dentro del
grupo de llevar a cabo una recogida de datos
sistemática.

El objetivo principal ha sido identificar a
aquellos/as usuarios/as que contaban con
medidas de incapacitación civil conforme a la
normativa anterior, conocer cuántos de ellos
han visto modificadas dichas medidas tras la
entrada en vigor de la nueva ley y analizar su
situación jurídica actual tras la revisión de
sentencias. 

Se determinó que todas las sentencias de
incapacitación y tutelas anteriores a la ley
8/2021 (250.000 en total) serían revisadas
antes del 21 de septiembre de 2024 y
adaptadas a la nueva legislación.
Posteriormente el plazo se amplió a tres años
más. 

Este estudio pretende ofrecer una radiografía
precisa de las realidades que conviven en la
práctica asistencial, permitiéndonos no solo
comprender con mayor profundidad el
alcance y la aplicación real de la Ley 8/2021,
sino también de adaptar nuestro                       
.

acompañamiento profesional para que estén
plenamente alineados con su espíritu
garantista y de promoción de derechos.

2. Marco teórico

Cuando en España se ratifica la Convención
Internacional sobre los derechos de las
personas con discapacidad en el año 2008 se
asume lo siguiente:
Convención de Nueva York, 2006, art. 12 “…las
personas con discapacidad tienen capacidad
jurídica en igualdad de condiciones con las
demás en todos los aspectos de la vida y
obliga a los estados parte a adoptar
medidas…”.

Se trata de una nueva mirada hacia la
realidad en la que las personas con
discapacidad son titulares del derecho a la
toma de sus propias decisiones, es una
cuestión de derechos humanos.

La convención está impregnada del modelo
social de discapacidad que determina que las
causas que originan esta son eminentemente
sociales, por lo que la legislación, tiene que
tender a eliminar barreras sociales (cambiar el
entorno, la mentalidad social, el acceso a la
información) y defender la dignidad humana,
la igualdad y la libertad personal dando lugar
a la inclusión social.

Es por ello que la ley 8/2021 de 2 de junio,
deja de lado el modelo de sustitución de toma
de decisiones introduciendo otro basado en el
respeto a la voluntad y las preferencias de la
persona quien será el encargado de tomar sus
propias decisiones siempre que sea posible. 

Respetar la voluntad de las personas con
discapacidad supone generar un sistema de
apoyos del tipo que determine la persona, sin
que tenga que ser representada, sino
apoyada, aunque en algunos casos la
representación sea necesaria.
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Ejemplos de ello serían: el acompañamiento
amistoso, la ayuda técnica en la comunicación
de declaraciones de voluntad, romper con las
barreras arquitectónicas, el consejo o la toma
de decisiones delegada por la persona con
discapacidad.

Con la Ley 8/2021 desaparece la
incapacitación judicial y con ella las figuras de
la tutela, patria potestad prorrogada,
rehabilitadas, prodigalidad, puesto que no
cumplen con el espíritu de la ley, ya que, no
permiten a las personas tomar sus propias
decisiones.

La Ley establece las medidas de apoyo como
aquéllas que tienen el objetivo de asistir y
apoyar a la persona respetando su voluntad,
sus deseos y sus preferencias. 

Las medidas de apoyo que existen son: las
medidas voluntarias, la guarda de hecho, la
curatela y el defensor judicial.

Se otorga preferencia a las medidas
voluntarias, es decir, a las que puede tomar la
propia persona con discapacidad designando
quién debe prestarle el apoyo y con qué
alcance. Se dará especial importancia a los
poderes y mandatos preventivos y la
autocuratela. Estas medidas se deberán
establecer mediante escritura pública ante
notario.

La guarda de hecho es una medida informal
de apoyo que no precisa de una investidura
judicial formal. Sin embargo, se necesita
autorización judicial cuando el guardador de
hecho ejerce una actuación representativa
puntual para respaldar determinadas
gestiones.

La curatela, es la principal medida de apoyo
de origen judicial para las personas con
discapacidad. La curatela será de carácter
asistencial y solo de manera excepcional se      
.

atribuirán al curador funciones
representativas.

El defensor judicial, es la medida que se
designa cuando existe conflicto entre la figura
de apoyo y la persona con discapacidad.

Resulta importante mencionar a La Agencia
Madrileña para la Tutela de Adultos (AMTA)
que fue creada mediante la Ley 4/1995, de 21
de marzo, como Ente de Derecho Público con
personalidad jurídica propia, sin ánimo de
lucro, con vocación de complementariedad y
garantía.

Se establecieron como fines de la Agencia el
ejercicio de la tutela y curatela de las
personas mayores de edad incapacitadas
judicialmente y residentes en la Comunidad de
Madrid. 

Atendiendo a este nuevo marco legal se revela
como imprescindible proceder a un
replanteamiento de la Agencia, que incluso
cambia su denominación, Agencia madrileña
para el apoyo a las personas adultas con
discapacidad (AMAPAD).

Para ello se aprueba la Ley 1/2023, de 15 de
febrero, de creación de la agencia madrileña
para el apoyo a las personas adultas con
discapacidad (AMAPAD).
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En concreto los recursos de los que se han
obtenido las muestras son: los Centros de Día
(CD) de Chamberí, Getafe y Móstoles; los
Centros de Rehabilitación Psicosocial (CRPS)
de Martínez Campos, Los Cármenes, Getafe,
Villaverde, Puente de Vallecas y Navalcarnero;
los Equipos de Apoyo Socio-Comunitario
(EASC) de Chamberí, Villaverde, Getafe y
Navalcarnero; los Centros de Rehabilitación
Laboral (CRL) de Puente de Vallecas y Tetuán;
y las Miniresidencias (MR) y los Pisos
Supervisados de Getafe y Móstoles.

Las técnicas e instrumentos utilizados para la
recopilación de los datos han consistido en
entrevistas iniciales, las fichas sociales y el
Programa de Continuidad de Cuidados que
nos facilitan desde los Centros de Salud
Mental de zona. También se ha ido recabando
información a través de las sentencias
judiciales de tutelas y medidas de apoyo de
las personas atendidas. 

Para la realización de la recogida de datos y
su posterior análisis, se ha utilizado el
programa Microsoft Excel 365, donde se han
volcado los datos y analizado las diferentes
variables en tablas dinámicas que, a su vez,
han permitido comparar las diferentes
variables de la primera ley con las posteriores
modificaciones en los casos revisados. 

4. Resultados y discusión

Los resultados de la parte cuantitativa en este
estudio son de los 95 casos analizados en los
centros mencionados. 

Los datos se analizan teniendo en cuenta
diferentes variables: género, origen del
proceso de incapacitación, figura que ejerce
la tutela, curatela o medidas de apoyo y
revisión de los casos. Posteriormente se
comparan los cambios producidos entre las
incapacitaciones de la antigua ley y las
medidas de apoyo de las sentencias revisadas
tras la entrada en vigor de la nueva ley.

3. Metodología

Este estudio sale del Grupo de Avance Técnico
(GAT) de Intress, formado por diferentes
profesionales que con la llegada de la nueva
Ley 8/2021, quieren formarse y estudiar cómo
afectan los cambios en los diferentes recursos
en los que trabajan.

Para adquirir los conocimientos necesarios
para la realización del estudio., el GAT ha
mantenido reuniones periódicas desde enero
de 2022 hasta junio de 2025, con un total de
28 reuniones. Además, se ha realizado
formación complementaria:

El informe social: Aportaciones de la
práctica diaria y su adaptación a la
reforma legislativa contemplada en la Ley
8/2021, para el apoyo a las personas con
discapacidad en el ejercicio de su
capacidad jurídica. (COLEGIO OFICIAL DE
TRABAJO SOCIAL MADRID)
Capacidad jurídica. Reforma legislativa
del sistema de tutelas (INTRESS)
Informe social. Valoración de Apoyos.
(COLEGIO OFICIAL DE TRABAJO SOCIAL
MADRID) 
“Dos años de aplicación de la nueva
curatela: reflexiones y desafíos”.
Universidad Rey Juan Carlos.
La Ley 8/2021 de 2 de junio. Retos tras
dos años desde su aprobación. Fundación
Caser. 
Atención jurídica en Salud Mental.
Procedimiento judicial de provisión de
apoyos. Despacho MTS.

Para la elaboración de este estudio se han
utilizado técnicas cuantitativas y cualitativas.

Las muestras del estudio se han obtenido de
las personas que se atienden en los recursos,
con edades comprendidas entre los 18 y los 65
años y que contaban con algún tipo de
medida judicial, previa al cambio de Ley,
relativa a la capacidad jurídica.
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tratamiento y rehabilitación (UHTR), Juzgados
de Violencia de Género, etc., y un 13,68%en
“blanco”, dado que se desconoce a petición
de quien se inició el proceso.

En cuanto a la asignación de curador o tutor
de las curatelas y tutelas iniciales, como se
puede ver en la tabla 2, obtenemos que, del
100% de los casos (95 personas), el 46,31% de
las personas son tuteladas y curateladas por
AMTA, y 45,26% por la familia, siendo estas
dos figuras las que adquieren mayor
representación.

Una vez filtrados y validados los datos
recopilados, se ha obtenido una muestra de 95
casos, de los cuales 55 son hombres, que
corresponde al 57,89% y 40 mujeres, el 42,11%.

Del total de los 95 casos analizados, el 50,52%
(48 personas) tienen una tutela y el 49,47% (47
personas) una curatela, otorgadas por la
antigua incapacitación del Código Civil.

4.1 Resultados de los procesos de
incapacitación

En cuanto al origen del proceso de
incapacitación de los casos con la anterior
legislación, como se puede ver en la tabla 1,
obtenemos que, del 100% de los casos (95
personas), el 47,36%de los procesos fueron
iniciados por la familia y el 24,21% por el
Centro de Salud Mental de referencia de cada
persona, siendo estas dos las más frecuentes. 

Por otro lado, los casos restantes, el
1,05%fueron iniciados por los Centros de
Servicios Sociales, el 13,68% por “otros”, que se
refiere a otras instituciones sociosanitarias,
como hospitales, unidades de hospitalización   
.  

TUTELAS Y CURATELAS GÉNERO

Origen proceso incapacitación H M Total

CSM 12 11 23

POR FAMILIA 27 18 45

SS.SS. 0 1 1

(en blanco) 9 4 13

OTROS 7 6 13

Total general 55 40 95

Fuente: Realización propia.

TUTELAS Y CURATELAS GÉNERO

Tutor o curador H M Total

FAMILIA 24 19 43

OTROS 4 2 6

ENTIDAD JURÍDICA (AMTA) 25 19 44

ENTIDAD JURIDICA (FUNDACION
MANANTIAL)

2 0 2

Total general 55 40 95

Fuente: Realización propia.

CURATELAS GÉNERO

CURADOR H M Total

FAMILIA 13 6 19

OTROS 0 2 2

ENTIDAD JURÍDICA (AMTA) 12 12 24

ENTIDAD JURIDICA (FUNDACION
MANANTIAL) 2 0 2

Total general 27 20 47

Fuente: Realización propia.
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Tabla 1. Origen del proceso de incapacitación de
tutelas y curatelas por género

Tabla 2. Asignación de curador o tutor del total de
curatelas y tutelas iniciales.

Tabla 3. Asignación de curador de las curatelas iniciales.



Del total de casos revisados, como se puede
ver en la tabla 5, obtenemos que, del 100% (95
personas), el 32,63% de las sentencias han
sido revisadas frente al 67,36% que no han
sido revisadas.

Del total de sentencias no revisadas el 100%
(64 personas) el 60,93% son tutelas y el 39,06%
curatelas

Del total de sentencias revisadas 100% (31
personas) el 70,96% eran antiguas sentencias
con una curatela y el 29,03% con sentencias
de tutela.

De los 31 casos revisados, 21 tienen sentencia,
6 están a la espera de resolución y 4 se
desconoce si hay sentencia o no. Y de los 21
casos, 11 son curatelas representativas y 10
curatelas asistenciales de las cuales hay 4
económicas, 3 sanitarias y 3 económico-
sanitarias.

Respecto a la asignación de curador, como se
puede ver en la tabla 3, obtenemos que, del
49,47% de los casos (47 personas), el 51,06%
de las personas son curateladas por AMTA y el
40,42% por la familia, siendo estas dos figuras
las que adquieren mayor representación.

En la asignación de tutor, como se puede ver
en la tabla 4, obtenemos que, del 50,52% (48
personas), el 50% de las personas son
tuteladas por la familia y por AMTA el 41,66%.

4.2 Resultados revisiones de la Ley 8/2021

A continuación, se presentan los resultados
más relevantes obtenidos de las sentencias
revisadas tras la entrada de la Ley 8/2021.

TUTELAS GÉNERO

TUTOR H M Total

FAMILIA 11 13 24

OTROS 4 0 4

ENTIDAD JURÍDICA (AMTA) 13 7 20

Total general 28 20 48

CASOS TOTALES Total

NO REVISADO 64

REVISADO 31

Total general 95

Fuente: Realización propia.

Fuente: Realización propia.

CASOS NO REVISADOS Total

CON TUTELAS 39

CON CURATELA 25

Total general 64

Fuente: Realización propia.

CASOS REVISADOS Total

CON TUTELAS 9

CON CURATELA 22

Total general 31

Fuente: Realización propia.
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Tabla 4. Asignación de tutor de las tutelas iniciales.

Tabla 5. Total de sentencias revisadas y no revisadas.

Tabla 6. Casos con sentencias no revisadas

Tabla 7. Casos con sentencias revisadas



las sentencias anteriores, como indica en el
preámbulo de la ley 8/2021, la “revisión se
realizará por parte de la autoridad judicial de
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal en un
plazo máximo de tres años”. En noviembre del
2024 como indica la disposición transitoria
quinta se amplía en un plazo máximo de seis
años.

Tras el análisis de los resultados del estudio,
podemos concluir que desde el 3 de
septiembre de 2021 que entró en vigor la Ley
8/2021, menos de un tercio de los casos han
sido revisados. De los 31 casos revisados hasta
febrero de 2025, 24 han sido revisados antes
de septiembre de 2024, es decir, dentro del
plazo de tres años estipulados por la Ley
inicialmente.

Otro dato de interés sacado de nuestro
estudio es que las curatelas representativas
representan el 35,48% de las sentencias
revisadas. Analizando el texto de la propia
legislación en la que la curatela representativa
es la más restrictiva de todas y la cuál debería
utilizarse en casos excepcionales, se observa
que por el momento sigue siendo demasiado
utilizada respecto a otras medidas más
acordes con el espíritu de la ley.

De las 10 curatelas asistenciales, 4 son
económicas, 3 sanitarias y 3 económico-
sanitarias, no observándose cambios respecto
a la ley anterior ya que continúan siendo
medidas genéricas y no adaptadas a las
necesidades individuales (traje a medida) de
las personas. 

6. Retos para el futuro

La Ley 8/2021 planteaba un cambio de
mentalidad tanto para las personas, familias
como para los profesionales. La ley requiere un
cambio cultural profundo en la forma en que
se percibe y trata a las personas con
discapacidad, intentando pasar de un  modelo

Con respecto a las entidades y figuras de
apoyo, como se puede ver en la tabla 8,
obtenemos que, de los 21 casos revisados de
los que tenemos sentencia, en 10 personas la
figura de apoyo es la familia, 9 AMAPAD y 1
Fundación Manantial y 1 se desconoce el dato.

5. Conclusiones

Analizando los datos del epígrafe 4.1
referentes a los procesos de incapacitación,
concluimos que los datos obtenidos tanto en
las curatelas como en las tutelas las figuras de
protección han sido ejercidas
mayoritariamente por el AMTA y la familia. 

Con relación al género del total de nuestra
muestra el 57,89% son hombres y el 42,11%
mujeres. A destacar que las curatelas
ejercidas por la familia hacia el hombre son el
doble respecto a las mujeres concordando con
la realidad observada directamente en la
atención diaria en nuestros servicios.
Consideramos que esto dato está relacionado
con los roles de género tradicionales donde la
mujer mantiene la funcionalidad dentro del
hogar. 

En el texto inicial de la Ley, se establecía un
período de tiempo en el que se debían  revisar

CASOS REVISADOS CON SENTENCIA

ENTIDADES Y PERSONAS Total

ENTIDAD JURÍDICA (AMAPAD) 9

ENTIDAD JURÍDICA (FUNDACIÓN MANANTIAL) 1

FAMILIA 10

(en blanco) 1

Total general 21

Fuente: Realización propia.
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Tabla 8. Entidades y personas de apoyo de los casos
revisados con sentencia



paternalista asistencial a un modelo de
derechos humanos, donde las personas con
discapacidad decidan sobre su propia vida.

Este cambio de paradigma está siendo
costoso ya que el mismo necesita tiempo,
recursos económicos, materiales y formativos.
Esta falta de recursos hace que el proyecto
vital de las personas que atendemos no esté
reconocida, ya que para lograr esta mirada
más individualizada se necesita: conocer a las
personas, acompañarlas, creer en sus
capacidades y fortalezas, respetar y fomentar
la toma de decisiones atendiendo a la
voluntad y deseos de las personas.

Uno de los principales retos radica en mejorar
la coordinación y colaboración con
organismos que se encuentran alejados de la
ciudadanía, como el sistema judicial y la
Agencia Madrileña de Apoyo a las Personas
Adultas con Discapacidad. Esta distancia se
ve acentuada por la elevada carga de trabajo
y el alto volumen de casos que gestionan
dichos organismos, lo que dificulta el
acompañamiento individualizado que cada
persona requiere.   

Resulta por tanto imprescindible avanzar hacia
una coordinación más cercana, ágil y humana
entre los servicios, recursos y la red de apoyo
de las personas, de modo que las medidas de
apoyo se traduzcan realmente en un ejercicio
efectivo de derechos y en una mejora tangible
de la calidad de vida.

Otro de los retos es el acompañamiento a las
familias que, durante años han ejercido
funciones de tutela bajo el marco de la
legislación anterior. Estas familias han
sostenido un papel esencial de cuidado, pero
ahora se enfrentan al desafío de transformar
esta labor desde una lógica de representación
hacia una de respeto a la voluntad de la
persona. Este cambio supone revisar
dinámicas profundamente arraigadas,              
.                                      

ofreciendo espacios de formación,
acompañamiento y reflexión a las familias que
les permita adaptarse a este nuevo paradigma
de apoyos centrado en la autonomía y la
autodeterminación. 
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